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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de diciembre del año 2011, dos mil  once. .  
V I S T O para resolver el expediente número 293/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ GUTIÉRREZ MARTÍN, en contra del Consejo Directivo del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León; y, en cumplimiento a la resolución dictada en el recurso de revisión, expediente número R.R.44/4ª. Sala/11,  con fecha 27 veintisiete de abril del año 2011, dos mil once, por el Magistrado de la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el acto impugnado consiste en la determinación de cobrarle un adeudo indebido del servicio, cuya existencia se acredita en autos de esta causa administrativa con el recibo original número E 12505751, de la cuenta 16994-6, emitido el 13 trece julio del año 2009, dos mil nueve, por la cantidad de 12,352.00 (doce mil, trescientos cincuenta y dos pesos 00/100 moneda nacional), a nombre de la persona moral denominada “Martínez Lara y Asociados”, SA C, el que obra en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, este Juzgador debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo de oficio o a instancia de parte. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
En la especie, de autos se advierte que no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . 
CUARTO.- Que la parte actora expresa tres conceptos de impugnación, en el primer punto alega en esencia que las normas jurídica que rigen la prestación del servicio de suministro de agua potable y alcantarillado impone a la demandada un deber especifico; en el segundo punto expresa que la demandada debió emplear medios coactivos para lograr el pago de la persona que realizó el consumo que reclamaba, iniciando el procedimiento administrativo de ejecución, contemplando las medidas precautorias contempladas por la Ley; y, en el tercer punto arguye que la actuación irregular de la demandada y el no cumplir con los deberes y obligaciones que le imponen las normas jurídicas aplicables al caso concreto, repercute en su esfera jurídica por su grave omisión y falta de actuación oportuna, provocando que la parte actora debiera cubrirlo, causándole una afectación económica y violentando sus derechos fundamentales de gozar de seguridad y certeza jurídica. Por su parte, la autoridad demandada no contestó la demanda incoada en su contra. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conceptos de impugnación que resultan INFUNDADOS, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe mencionar que estos tres conceptos de impugnación se analizan de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica que se enderezada a desvirtuar la legalidad del acto combatido, tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así, el actor impugna el cobro del crédito fiscal por la cantidad de $12,352.00 (doce mil trescientos cincuenta y dos pesos 00/100 moneda nacional), que se originó por concepto de derechos, por la prestación de los servicios públicos de agua potable y saneamiento, recargos y el impuesto al valor agregado; y, en segundo lugar, se precisa que conforme a lo estipulado por el artículo 2, fracción I, inciso A), subinciso 2, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los derechos fiscales se entienden como las contraprestaciones de dinero que la Ley establece a cargo de quien recibe un servicio del Municipio en sus funciones de derecho público. En consecuencia, la causa generadora de estos derechos, residió en la recepción de un beneficio concreto en favor de la persona moral denominada “Martínez Lara y Asociados”, Sociedad Anónima de Capital Variable, por la prestación de los servicios públicos que nos ocupan y es el caso que de acuerdo a lo señalado por el artículo 176, primer párrafo, del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, el actor como propietario del inmueble ubicado en el Boulevard Adolfo López Mateos número 1621, Poniente, Colonia Los Paraísos, de esta ciudad, responde frente a la autoridad demanda del crédito fiscal adeudado; numeral que en lo conducente establece: “artículo 176.- El propietario o poseedor de un bien inmueble responderá ante el Organismo Operador, por los adeudos que el inmueble genere por concepto de tarifas, derechos, cooperación para obras y en general cualquier concepto que se genere en los términos de este Reglamento y demás disposiciones legales.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, partiendo de la premisa de que el derecho fiscal como contribución es una contraprestación por proporcionar los servicios públicos de agua potable y saneamiento, entonces no se trata de un derecho de carácter fundamental a favor del justiciable, sino que ya es una obligación a su cargo y se encuentra constreñido a cumplirla, esto es,  debe cubrir el pago de los servicios de agua potable y saneamiento en el plazo que señala el recibo correspondiente, con base a lo dispuesto en el artículo 182 del aludido Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, pues de no hacerlo de manera voluntaria, la autoridad demanda tiene la facultad de cobrárselo, sea fuera o mediante el procedimiento administrativo de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, la prestación de los servicios públicos de agua y saneamiento originan la existencia de un crédito fiscal, lo que trae como consecuencia, la facultad de la autoridad demandada de determinar en cantidad liquida el monto del adeudo, así como de exigir su pago; de esta manera, por una parte, la facultad para determinar la existencia de obligaciones fiscales, se extingue por el transcurso del plazo de 5 cinco años, no sujeto a interrupción ni suspensión -caducidad-, según lo señalado por el artículo 39, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numeral que en lo conducente se transcribe: “artículo 39. Las facultades de las autoridades fiscales para determinar la existencia de obligaciones fiscales, señalar las bases de su liquidación o fijarlas en cantidad líquida, para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, así como las facultades de verificar el cumplimiento de dichas disposiciones, se extinguen en el término de cinco años, no sujeto a interrupción ni suspensión. Dicho término empezará a correr a partir: II. Del día siguiente al en que se produjo el hecho generador del crédito fiscal, si no existiera obligación de presentar declaraciones, manifestaciones o avisos”; y, por otra parte, la atribución de exigir el pago de los créditos fiscales se extingue por el transcurso del plazo de 5 cinco años -prescripción-, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 60 de la misma Ley de Hacienda, precepto que establece:  “Artículo 60.- Los créditos fiscales se extinguen por prescripción en el término de 5 años. En el mismo término se extingue también por prescripción, la obligación del Fisco de devolver las cantidades pagadas indebidamente. La prescripción del crédito principal extingue simultáneamente los recargos y los gastos de ejecución. La prescripción se inicia a partir de la fecha en que el crédito fiscal pueda ser legalmente exigido y será declarado por las autoridades fiscales a petición del interesado.”. . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, la autoridad fiscal mientras no se extingan sus facultades para determinar y exigir el pago del crédito fiscal, tiene la plena libertad de ejercer o no esa facultad durante ese término de 5 cinco años, pues en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, no existe una disposición que dispongo lo contrario, esto es, que se constriña a la autoridad a realizar el cobro del crédito fiscal en un plazo distinto y menor; consecuentemente, no le asiste la razón al justiciable en el sentido de que la omisión constituye una actuación ilegal de la autoridad demandada, dado que como se dijo, mientras no transcurran los cinco años,  tiene la facultad de cobrar el crédito fiscal que nos ocupa, ya sea a la parte actora como propietario del inmueble, o bien, a la persona moral denominada “Martínez Lara y Asociados”, Sociedad Anónima de Capital Variable, como destinatario del recibo identificado con el folio número E 12505751, de fecha 13 trece de julio del año 2009, dos mil nueve, pues el actuar de la autoridad rige por el  principio de buena fe, por tal motivo, el acto impugnado no depara perjuicio alguno en los derechos subjetivos del impetrante, en consecuencia, es de reconocer la presunción de legalidad y validez del acto combatido, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 300, fracción I, del multicitado del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción I del Código de Procedimiento   y   Justicia   Administrativa   para  el  Estado  y   los   Municipios  de 
Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la VALIDEZ del acto impugnado precisado en el segundo considerando de esta sentencia, por las razones lógicas y jurídicas expresadas cuarto considerando del mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 16 DE DICIEMBRE DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 293/2010-JN.
